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COMISIONES UNIDAS DE 
COMUNICACIONES, TRANSPORTES Y 
MOVILIDAD Y DE ESTUDIOS 
LEGISLATIVOS SEGUNDA 

 

 

 

 

 

HONORABLE ASAMBLEA LEGISLATIVA: 

 
A las Comisiones Unidas de Comunicaciones, Transportes y Movilidad y de 

Estudios Legislativos Segunda, se turnó para estudio y dictamen la Iniciativa con 

proyecto de Decreto por el que se reforma los artículos 53 y 56 de la Ley de 

Transporte para el Estado de Tamaulipas, en materia de Derechos de los 

Usuarios del Transporte Público, promovida por la Fracción Parlamentaria del 

Partido Movimiento Ciudadano, de la Legislatura 66 Constitucional del Congreso del 

Estado Libre y Soberano de Tamaulipas. 

 

Al efecto, quienes integramos las comisiones ordinarias dictaminadoras de 

referencia, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 35, numerales 1 y 2, 

inciso m); 36, inciso d) 43, incisos e) y g); 44; 45, numerales 1 y 2; 46, numeral 1; y, 

95 numerales 1, 2 y 4 de la Ley sobre la Organización y Funcionamiento Internos 

del Congreso del Estado Libre y Soberano de Tamaulipas, sometemos a la 

consideración de esta Honorable Asamblea Legislativa, el dictamen conforme al 

siguiente procedimiento: 

 

Metodología 

 

l. En el apartado denominado “Antecedentes”, se señala el trámite del proceso 

legislativo, desde la fecha de recepción de la iniciativa y turno a las Comisiones 

competentes para la formulación del dictamen correspondiente. 

 

II. En el apartado “Competencia”, se da cuenta de la atribución que tiene este 

Poder Legislativo local para conocer y resolver en definitiva el presente asunto. 
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III. En el apartado “Objeto de la acción legislativa”, se expone la finalidad y 

alcances de la propuesta en estudio, y se hace una síntesis del tema que la 

compone. 

 

IV. En el apartado “Contenido de la Iniciativa”, y con el objeto de establecer el 

análisis de la misma, se realiza una transcripción íntegra de la exposición de motivos 

de la iniciativa en el presente instrumento parlamentario. 

 

V. En el apartado “Consideraciones de las Comisiones Dictaminadoras”, sus 

integrantes expresan los razonamientos y argumentos de valoración de la iniciativa 

en análisis, en los cuales se basa y sustenta el sentido del dictamen. 

 

VI. En el apartado denominado “Conclusión”, se propone el resolutivo que estas 

Comisiones someten a la consideración del Honorable Pleno Legislativo. 

 

D I C T A M E N 

 

I. Antecedentes 

 

1. El 2 de septiembre de 2026, la Fracción Parlamentaria del Partido 

Movimiento Ciudadano, presentó la iniciativa con proyecto de Decreto por el 

que se reforman los artículos 53 y 56 de la Ley de Transporte para el Estado 

de Tamaulipas, en materia de Derechos de los Usuarios del Transporte 

Público. 

 

2. En esa propia fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva, con fundamento en 

lo dispuesto por el artículo 22, incisos f) e i), de la ley que rige a este 
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Congreso del Estado, acordó turnar dicha iniciativa a las Comisiones de 

Comunicaciones, Transportes y Movilidad y de Estudios Legislativos 

Segunda mediante los oficios con número: SG/2A/AT-1986; y SG/2A/AT-

1987 recayéndole a la misma el número de expediente 66-675, para su 

estudio y dictamen correspondiente. 

 

II. Competencia 

 

Este Poder Legislativo local es competente para conocer y resolver en definitiva el 

asunto antes descrito, con base en lo dispuesto por el artículo 58, fracción I de la 

Constitución Política local, que le otorga facultades al Congreso del Estado, para 

expedir, reformar y derogar las leyes y decretos que regulan el ejercicio del poder 

público, como es el caso que nos ocupa. 

 

III. Objeto de la acción legislativa 

 

La presente acción legislativa tiene por objeto, fortalecer los derechos de las 

personas usuarias de servicios de transporte de pasajeros, garantizando 

condiciones de seguridad, accesibilidad, información, atención e indemnización que 

contribuyan a una prestación eficiente, digna y de calidad del servicio.  

 

IV. Contenido de la iniciativa 

 

A continuación, nos permitimos transcribir de forma íntegra la exposición de motivos 

de la iniciativa en análisis, en aras de no omitir las razones ni la intención inicial de 

los promoventes: 

 



 
 

 

 

 

 

 

 

 
 

4 

 

"PRIMERO. En México, la política pública en materia de transporte ha tendido 
a favorecer a los sectores con mayores posibilidades económicas, 
especialmente a quienes utilizan vehículos particulares, relegando a un 
segundo plano los sistemas de transporte colectivo, cuya calidad ha sido 
históricamente deficiente.  
 
La población usuaria de estos servicios ha terminado por normalizar esta 
situación, lo cual contribuye a las desigualdades sociales y territoriales, por 
lo que, las condiciones limitadas del transporte público dificultan el acceso a 
derechos fundamentales como el trabajo, la educación, la salud y otros 
servicios básicos, afectando principalmente a quienes se encuentran en 
situación de vulnerabilidad.  
 
SEGUNDO. Esta realidad adquiere aún más relevancia al considerar los 
compromisos internacionales asumidos por México, como el Objetivo de 
Desarrollo Sostenible No.11.2 de la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU), que plantea como meta para el año 2030.  
 
"Proporcionar acceso a sistemas de transporte seguros, asequibles, 
accesibles y sostenibles para todos y mejorar la seguridad vial, en particular 
mediante la ampliación del transporte público, prestando especial atención a 
las necesidades de las personas en situación de vulnerabilidad, las mujeres, 
los niños, las personas con discapacidad y las personas de edad" 
 
Este objetivo hace un llamado específico a ampliar el transporte público con 
un enfoque inclusivo, priorizando a mujeres, niños, personas mayores, 
personas con discapacidad y otros grupos en situación de vulnerabilidad. En 
este sentido, transformar la política de transporte en México no solo es un 
asunto de justicia social interna, sino también un compromiso global que 
busca ciudades más equitativas y sostenibles.  
 
TERCERO. A partir del año 2020, comenzó el fortalecimiento del marco 
jurídico normativo en materia de movilidad, por lo cual se logró reformar el 
artículo 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
estableciendo en su párrafo décimo séptimo, que "Toda persona tiene 
derecho a la movilidad en condiciones de seguridad vial, accesibilidad, 
eficiencia, sostenibilidad, calidad, inclusión e igualdad.  
 
Esto implica que las autoridades tienen la responsabilidad de asegurar que 
todas las personas puedan trasladarse libremente y de forma segura, 
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eligiendo entre las distintas opciones de transporte disponibles, como el 
transporte público, según sus necesidades particulares.  
 
CUARTO. De acuerdo con la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, el 
derecho a la movilidad es:  
 
"Artículo 9. La movilidad es el derecho de toda persona a trasladarse y a 
disponer de un sistema integral de movilidad de calidad, suficiente y accesible 
que, en condiciones de igualdad y sostenibilidad, permita el desplazamiento 
de personas, bienes y mercancías, el cual deberá contribuir al ejercicio y 
garantía de los demás derechos humanos, por lo que las personas serán el 
centro del diseño y del desarrollo de los planes, programas, estrategias y 
acciones en la materia."  
 
En ese sentido, el artículo 21 de la misma normatividad, establece que: 
 
Artículo 21. El sistema de movilidad debe ser igualitario, equitativo e inclusivo, 
por lo que las autoridades competentes deberán garantizar la equiparación 
de las oportunidades de la población para alcanzar un efectivo ejercicio de 
su derecho a la movilidad, independientemente del modo que utilice para 
trasladarse, poniendo especial énfasis en los grupos en situación de 
vulnerabilidad por condición física, social, económica, género, edad u otra. 
 
QUINTO. Por su parte, la Ley de Movilidad del Estado de Tamaulipas brinda 
una base fundamental de la cual como Estado se puede partir en materia de 
derechos de los usuarios de la movilidad, estableciendo que:  
 
"Artículo 17. Los usuarios de la movilidad tendrán, además de los 
establecidos en otras disposiciones, los siguientes derechos:  
 
[ … ]  
 
III. Personas usuarias y prestadoras del servicio de transporte público de 
pasajeros, con un enfoque equitativo pero diferenciado; Los usuarios del 
transporte público de pasajeros tienen derecho a utilizar un servicio de 
transporte eficiente, seguro, inclusivo y accesible; Los usuarios del transporte 
público de pasajeros tienen derecho a utilizar un servicio de transporte 
eficiente, seguro, inclusivo y accesible;  
 
SEXTO. Desde una perspectiva de justicia social y equidad, resulta 
fundamental considerar el impacto económico que representa el transporte 
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público en la vida cotidiana de las familias mexicanas, especialmente en los 
sectores más vulnerables. De acuerdo con la Encuesta Nacional de Ingresos 
y Gastos de los Hogares (ENIGH) 2022, elaborada por el Instituto Nacional 
de Estadística y Geografía (INEGI), el gasto corriente promedio trimestral de 
los hogares tamaulipecos en transporte y comunicaciones asciende a $8,581 
pesos, dicha cifra adquiere mayor relevancia cuando se analiza por niveles 
de ingreso: mientras que los hogares ubicados en el décimo decil, los cuales 
son aquellos con mayores recursos, destinan en promedio un 11% de su 
ingreso al rubro de transporte, los hogares del primer decil que son de los 
ingresos más bajos, destinan hasta un 21%, lo cual evidencia una carga 
desproporcionada para quienes menos tienen.  
 
La ENIGH 2022 también señala que el transporte y comunicaciones en 
Tamaulipas se posiciona como el segundo mayor gasto de los hogares, 
únicamente superado por alimentos, bebidas y tabaco. Esta estadística 
refleja la magnitud del desafío que representa la movilidad cotidiana para las 
familias tamaulipecas y, al mismo tiempo, subraya la urgencia de fortalecer 
las capacidades institucionales de los gobiernos municipales en materia de 
transporte.  
 
SEPTIMO. A la par de la legislación existente en materia de movilidad, en 
Tamaulipas se cuenta con la Ley de Transporte del Estado de Tamaulipas, 
la cual de acuerdo con su artículo 1, fracción I, tiene como objetivo: 
 
"Establecer las bases para ordenar, prestar y supervisar el servicio público 
de transporte y sus servicios auxiliares".  
 
Que en concordancia con su artículo 3, establece que:  
 
"El servicio de transporte y los servicios auxiliares del transporte, así como el 
equipamiento auxiliar para la realización de estos, constituyen un servicio 
público cuya prestación corresponde al Estado" [ ... ].  
 
OCTAVO. Se ha identificado que la Ley de Transporte del Estado de 
Tamaulipas no contempla una debida amplitud al desglosar lo concerniente 
con el sistema de transporte público de pasajeros, describiendo al mismo de 
manera general en relación con el resto de los servicios de transporte y 
auxiliares.  
 
El transporte público no solo es un servicio logístico, es un medio que permite 
el ejercicio de otros derechos fundamentales como el acceso a la salud, la 
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educación, el trabajo y la participación ciudadana, por lo que resulta relevante 
priorizar el desglose de los derechos de los usuarios, evitando que queden 
sujetos a la discrecionalidad de las autoridades y los prestadores de 
servicios. Así mismo, permite establecer condiciones de accesibilidad y 
protocolos de atención diferenciada que contrarresten desigualdades 
estructurales.  
 
NOVENO. Si bien ya se establecen tarifas preferenciales en la práctica, el 
establecer los derechos de los usuarios en su respectiva ley estatal, permite 
que todos los actores involucrados, tengan claridad sobre los derechos y 
obligaciones de los que gozan, permitiendo llevar a cabo la exigibilidad de 
dichas disposiciones a las autoridades y actores correspondientes. Buscando 
además disminuir la discrecionalidad en la que se dan estas tarifas 
preferenciales, pues al establecerlas como un derecho reconocido las 
autoridades deben hacer lo posible para materializarlo.  
 
DECIMO. En conclusión, el transporte público colectivo constituye un pilar 
fundamental para garantizar el ejercicio pleno del derecho a la movilidad y 
disminuir las diferencias sociales que existen, permitiendo que cada 
individuo, independientemente de su condición económica, tenga las mismas 
posibilidades de crecer y participar plenamente en la sociedad. El acceso 
universal al transporte público debe ser visto como una acción que va más 
allá de la política de movilidad, convirtiéndose en un compromiso por la 
justicia social y la equidad territorial.  
 
Establecer tarifas preferenciales no es solo una medida económica; es un 
acto de responsabilidad hacia las personas más vulnerables, un paso hacia 
la construcción de un Tamaulipas más justo, donde cada habitante pueda 
contar con los recursos y las oportunidades para mejorar su calidad de vida. 
Es un recordatorio de que el bienestar común está intrínsecamente ligado al 
acceso a los derechos más fundamentales.’’ 

  

V. Consideraciones de las Comisiones Dictaminadoras. 

 

Del análisis efectuado a la acción legislativa que nos ocupa, como integrantes de 

esta Comisión, tenemos a bien emitir nuestra opinión respecto a la propuesta de 

mérito, a través de las siguientes consideraciones: 
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La presente acción legislativa tiene por objeto, fortalecer los derechos de las 

personas usuarias de servicios de transporte de pasajeros, garantizando 

condiciones de seguridad, accesibilidad, información, atención e indemnización que 

contribuyan a una prestación eficiente, digna y de calidad del servicio. 

 

Primeramente, resulta preciso señalar que la movilidad es un derecho humano de 

rango constitucional que debe ser garantizado bajo los principios de igualdad, 

inclusión, accesibilidad y justicia social, especialmente para los grupos en situación 

de vulnerabilidad en nuestro Estado. 

 

En ese sentido, sin duda alguna, el transporte público es una herramienta muy 

importante para garantizar el acceso efectivo a otros derechos fundamentales como 

la educación, la salud y el trabajo, convirtiéndose en un motor de equidad territorial 

y bienestar colectivo que impacta directamente en la economía de las familias que 

más lo necesitan. 

 

A mayor abundamiento, dicha noción,  encuentra sustento normativo en el marco 

jurídico nacional primordialmente en el artículo 21 de la Ley General de Movilidad y 

Seguridad Vial, donde se establece de manera explícita que el sistema de movilidad 

debe ser igualitario, equitativo e inclusivo, por lo que las autoridades competentes 

deberán garantizar la equiparación de las oportunidades de la población para 

alcanzar un efectivo ejercicio de esta prerrogativa, independientemente del modo 

que utilice para trasladarse, y poniendo especial énfasis en los sectores social o 

económicamente desfavorecidos. 

 

Bajo este tenor, resulta oportuno precisar que la acción legislativa en materia de 

análisis tiene como propósito hacer diversas reformas orientadas a salvaguardar los 
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derechos de las personas usuarias en la prestación del servicio de transporte de 

pasajeros, tales como establecer supuestos para gozar de tarifas preferenciales , 

contar con un sistema efectivo para la recepción quejas, recibir atención médica 

oportuna en caso de siniestro, garantizar indemnizaciones por lesiones causadas 

por hechos viales y conocer la identidad del operador, entre otros aspectos. 

 

No obstante el espíritu noble de la propuesta, resulta preciso destacar que, de 

acuerdo a la sólida relación institucional que mantenemos con las diversas 

Secretarías, organismos e instituciones que integran la actual administración 

pública estatal, se solicitó la opinión técnico-jurídica de la Secretaría General de 

Gobierno, la cual determinó que las reformas planteadas por la presente acción 

legislativa, ya se encuentran plasmadas en la Ley de Transporte del Estado de 

Tamaulipas y su Reglamento. 

 

Al respecto, el artículo 56 de la Ley de Transporte establece los derechos de los 

usuarios a los que se les preste dicho servicio, del mismo modo, el artículo 12 del 

Reglamento de Transporte menciona las obligaciones de los usuarios de los 

vehículos del servicio público de transporte, complementándose el artículo 14 del 

Reglamento con el artículo 60 de la ley con los requisitos a cumplir a los prestadores 

del servicio.  

 

Bajo esa tesitura, quienes suscribimos el presente instrumento legal, estimamos que 

la propuesta resulta redundante e innecesaria, toda vez que pretende incorporar 

disposiciones que ya se encuentran previstas de manera amplia dentro del marco 

jurídico legal vigente, motivo por el cual se considera sin materia la acción legislativa 

planteada. 
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VI. Conclusión 

 
Finalmente, el asunto en estudio se considera sin materia, conforme a lo expuesto 

en el presente, por lo que nos permitimos someter a la consideración de este alto 

cuerpo colegiado para su discusión y aprobación, en su caso, el siguiente proyecto 

de: 

 

 P U N T O  D E  A C U E R D O 

 

ARTÍCULO ÚNICO. Se declara sin materia la Iniciativa con proyecto de Decreto 

por el que se reforman los artículos 53 y 56 de la Ley de Transporte para el 

Estado de Tamaulipas, en materia de Derechos de los Usuarios del Transporte 

Público, por lo tanto, se archiva el expediente relativo como asunto concluido.  

 

 

T R A N S I T O R I O  

  

ARTÍCULO ÚNICO. - El presente Punto de Acuerdo surtirá efectos a partir de su 

expedición. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 






